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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN
15681 Real Decreto 628/2019, de 31 de octubre, por el que se modifican los Reales 

Decretos 1075/2014 y 1076/2014, ambos de 19 de diciembre, dictados para la 
aplicación en España de la Política Agrícola Común.

El Reglamento (UE) núm. 1307/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, por el que se establecen normas aplicables a los pagos directos a los 
agricultores en virtud de los regímenes de ayuda incluidos en el marco de la Política 
Agrícola Común y por el que se derogan los Reglamentos (CE) núm. 637/2008 y (CE) 
núm. 73/2009 del Consejo, constituye el marco jurídico actual para el régimen de pago 
directos cuya aplicación ha sido desarrollada en el ámbito nacional principalmente a través 
del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de 
los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como 
sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural y el Real 
Decreto 1076/2014, de 19 de diciembre, sobre asignación de derechos de régimen de 
pago básico de la Política Agrícola Común.

Durante las cinco campañas de aplicación de la última reforma de la Política Agrícola 
Común (PAC), la normativa nacional se ha ido adecuando de manera sucesiva a las 
modificaciones de la normativa de la Unión Europea, al tiempo que se incorporaban cambios 
derivados de la experiencia adquirida en la gestión de los pagos directos, cuyo objetivo se 
centraba, principalmente, en aclarar procedimientos y conceptos que en ella se establecen, 
así como para dotar al sistema de ayudas de una mayor simplicidad y flexibilidad.

En línea con estos objetivos e iniciativas, para la campaña del año 2020 se reduce la 
carga y complejidad administrativa que supone la aplicación del criterio de agricultor activo, 
a la vez que se le dota de mayor eficacia y claridad, asegurando que el agricultor realmente 
está ejerciendo la actividad agraria, al proponer un cambio en coherencia con lo dispuesto 
en el Reglamento (UE) 2017/2393, del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de 
diciembre de 2017, por el que se modifican los Reglamentos (UE) núm. 1305/2013 relativo 
a la ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural 
(Feader), (UE) núm. 1306/2013 sobre la financiación, gestión y seguimiento de la política 
agrícola común, (UE) núm. 1307/2013 por el que se establecen normas aplicables a los 
pagos directos a los agricultores en virtud de los regímenes de ayuda incluidos en el marco 
de la política agrícola común, (UE) núm. 1308/2013 por el que se crea la organización 
común de mercados de los productos agrarios y (UE) núm. 652/2014 por el que se 
establecen disposiciones para la gestión de los gastos relativos a la cadena alimentaria, la 
salud animal y el bienestar de los animales, y relativos a la fitosanidad y a los materiales de 
reproducción vegetal. De esta forma, se reduce a uno los criterios enumerados en el artículo 8 
del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, para acreditar que una persona o grupo 
de personas son agricultores activos demostrando que su actividad agrícola no es marginal.

Asimismo, al objeto de favorecer la incorporación de nuevos titulares a la actividad, 
tanto jóvenes como nuevos agricultores, en ambos reales decretos se añade una nueva 
referencia a tomar como fecha de primera instalación que dota de mayor flexibilidad, 
favoreciendo el acceso a estas ayudas.

Dentro del marco regulador del Real Decreto 1075/2014, del 19 de diciembre, se 
aporta más claridad a las figuras asociativas que pueden ser reconocidas como parte 
vendedora en los contratos para la transformación de tomate.

La excepción prevista en el artículo 52, apartado 4, del Reglamento (UE) núm. 
1307/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, a los 
titulares de derechos «especiales» debe aplicarse de forma coherente con las disposiciones 
generales sobre pagos directos. En particular, el artículo 31(1)(b) del Reglamento (UE) 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

9-
15

68
1

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
://

w
w

w
.b

oe
.e

s



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 263 Viernes 1 de noviembre de 2019 Sec. I.   Pág. 121193

núm. 1307/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, 
relativo a la reversión a la reserva de derechos no activados después de dos años, debe 
aplicarse de manera análoga a los agricultores que no solicitan la ayuda otorgada en el 
base del artículo 52, apartado 4 del mismo reglamento vinculada a la percepción de 
derechos especiales, durante dos o más años consecutivos. Esto implica que los 
agricultores que no hiciesen uso de las ayudas asociadas para los sectores ganaderos, 
vinculadas a derechos especiales, deberían perder su derecho a solicitar este tipo de 
apoyo con carácter permanente para el futuro. No obstante, ello no implica que estos 
agricultores no puedan ser elegibles para otro tipo de ayudas asociadas.

En relación con el sistema integrado de gestión y control de las ayudas, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 40 bis del Reglamento de Ejecución (UE) 809/2014 de la 
Comisión, de 17 de julio de 2014, por el que se establecen disposiciones de aplicación del 
Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que se 
refiere al sistema integrado de gestión y control, las medidas de desarrollo rural y la 
condicionalidad, se incorpora la posibilidad de utilización de los controles por monitorización 
por las comunidades autónomas, para lo cual, el Fondo Español de Garantía Agraria 
ejercerá funciones de coordinación. Asimismo, se establece para estos expedientes 
controlados por monitorización, un nuevo plazo de modificación de la solicitud única al 
objeto de unificar las fechas para el cumplimiento de los requisitos.

Con respecto a la información mínima que debe contener la solicitud única, se 
incorporan ajustes técnicos con el fin de habilitar expresamente a la autoridad competente 
para realizar el tratamiento estadístico de los datos contenidos en la solicitud única de 
ayudas, así como de los datos que se recogen desde otras Administraciones públicas para 
la cumplimentación de la misma, adoptando para ello las medidas necesarias de 
confidencialidad establecidas en el artículo 103 del Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, y asimismo, pueda 
acceder a la información contenida en los registros oficiales para determinar la admisibilidad 
de las ayudas solicitadas. Igualmente, se simplifica y flexibiliza la declaración de los cultivos 
hortícolas y frutales al tiempo que se aclara su redacción, y se ajusta la declaración 
responsable referente al cumplimiento de los requisitos establecidos para cultivos proteicos.

También se modifica la redacción dada a los requisitos y condiciones que deberán 
cumplir las superficies de barbecho que pretendan computarse como superficies de interés 
ecológico, para mejorar su comprensión.

Finalmente, en las condiciones de acceso a la reserva nacional establecidas en el Real 
Decreto 1076/2014, del 19 de diciembre, se unifica la fecha para exigir la titularidad de una 
explotación activa en el Registro general de explotaciones ganaderas (REGA), 
proponiéndose el último día del plazo fijado para aceptar modificaciones de la solicitud 
única, en coherencia con la fecha fijada para el cumplimiento del resto de requisitos para 
el acceso a la reserva nacional, independientemente de si la comunidad autónoma decide 
ampliar el plazo de solicitud única.

En la elaboración de esta norma se han observado los principios de buena regulación 
previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, de acuerdo con los principios 
de necesidad y eficacia, se justifica el proyecto en la necesidad de una mejor 
implementación de la normativa de la Unión Europea en España, y evitar posibles 
correcciones financieras, siendo el instrumento más adecuado para garantizar su 
consecución, al ser necesario que la regulación se contemple en una norma básica. Se 
cumple el principio de proporcionalidad y la regulación se limita al mínimo imprescindible 
para cumplir con dicha normativa. El principio de seguridad jurídica se garantiza al 
establecerse en una disposición general las nuevas previsiones en coherencia con el resto 
del ordenamiento jurídico. Asimismo, en aplicación del principio de transparencia han sido 
consultadas durante la tramitación de la norma las comunidades autónomas, las entidades 
representativas de los sectores afectados, y se ha sustanciado el trámite de audiencia e 
información pública. Finalmente, el principio de eficiencia se considera cumplido toda vez 
que no se imponen nuevas cargas administrativas frente a la regulación actual.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, con la 
aprobación previa del Ministro de Política Territorial y Función Pública, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 
de octubre de 2019,

DISPONGO:

Artículo primero. Modificación del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre 
la aplicación a partir de 2015 de los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y 
otros regímenes de ayuda, así como sobre la gestión y control de los pagos directos y 
de los pagos al desarrollo rural.

El Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, sobre la aplicación a partir de 2015 de 
los pagos directos a la agricultura y a la ganadería y otros regímenes de ayuda, así como 
sobre la gestión y control de los pagos directos y de los pagos al desarrollo rural, queda 
modificado como sigue:

Uno. El artículo 8 se substituye por el siguiente:

«Artículo 8. Actividades excluidas.

1. En virtud del artículo 9.2 del Reglamento (UE) núm. 1307/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, no se concederán 
pagos directos a las personas físicas o jurídicas, o grupos de personas físicas o 
jurídicas, cuya actividad, conforme a la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas (CNAE) o conforme al Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) 
se corresponda con los códigos recogidos en el anexo III.

Tampoco se concederán pagos directos si la persona física o jurídica, o grupos 
de personas físicas o jurídicas, ejercen el control de una entidad asociada, cuya 
actividad conforme al CNAE o conforme al IAE se corresponda con los códigos 
recogidos en el anexo III. En el caso de las personas jurídicas o grupos de personas 
jurídicas tampoco se concederán pagos directos cuando la persona jurídica o grupo 
de personas jurídicas sea controlada por una entidad asociada, cuya actividad 
conforme al CNAE o conforme al IAE se corresponda con los códigos recogidos en 
el anexo III. A estos efectos, se entenderá como entidad asociada a todas las 
entidades directa o indirectamente relacionadas con las personas físicas y jurídicas, 
o grupos de personas físicas y jurídicas, por una relación de control exclusivo en 
forma de propiedad íntegra o participación mayoritaria.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se considerará que dichas 
personas o grupos de personas son agricultores activos, y por tanto pueden ser 
beneficiarias de pagos directos, si aportan pruebas verificables que demuestren que su 
actividad agraria no es insignificante, sobre la base de que sus ingresos agrarios distintos 
de los pagos directos sean el 20 por ciento o más de sus ingresos agrarios totales en el 
período impositivo disponible más reciente, teniendo también en cuenta a estos efectos, 
si procede, los datos correspondientes a las entidades asociadas a los mismos.

3. En relación con el apartado 2, en el caso de que dichas personas o grupos 
de personas no cuenten con unos ingresos agrarios distintos de los pagos directos 
del 20 por ciento o más de sus ingresos agrarios totales, podrán ser considerados 
agricultor activo siempre y cuando se demuestre que ejercen la actividad agraria 
establecida en el artículo 11 y asuman el riesgo empresarial de dicha actividad.

4. Aquellos beneficiarios que durante la tramitación de las ayudas de 
campañas previas hayan sido incluidos por la Administración en la lista negativa de 
beneficiarios y, tras presentar sus alegaciones, hayan sido excluidos de dicha lista 
negativa bajo la circunstancia indicada en el apartado 2, podrán solicitar, en el 
marco de la solicitud única de la campaña actual, que se revise su situación, 
presentando la documentación necesaria que justifique que siguen cumpliendo el 
mismo requisito.» cv
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Dos. El apartado 2.º de la letra b) del artículo 25 queda redactado de la siguiente forma:

«2.º Que se instale por primera vez en una explotación agraria como 
responsable de la misma, o que se haya instalado en dicha explotación, como 
responsable, en los cinco años anteriores a la primera presentación de una solicitud 
al amparo del régimen de pago básico. Se considerará que un joven agricultor es 
responsable de la explotación si ejerce un control efectivo a largo plazo en lo que 
respecta a las decisiones relativas a la gestión, los beneficios y los riesgos financieros 
de la explotación. A efectos de este apartado, la primera instalación se considerará 
desde la fecha de alta en el régimen de la Seguridad Social correspondiente a la 
actividad agraria que determine su incorporación. No obstante lo anterior, si se tiene 
prueba fehaciente de que ha ejercido como responsable de la explotación con 
anterioridad a su fecha de alta en el régimen de la Seguridad Social, se podrá tomar 
esta otra fecha como la de instalación, si bien en estos casos será necesario que 
posteriormente a dicha fecha se haya producido el alta en el régimen de la Seguridad 
Social correspondiente a la actividad agraria que determine su incorporación.»

Tres. El apartado 1 del artículo 32 queda modificado como sigue:

«1. Los industriales arroceros deberán realizar, ante la autoridad competente 
donde se encuentre almacenado el arroz, a más tardar el 15 de noviembre, una 
declaración de las existencias de arroz que se encuentren en su poder a 31 de 
agosto anterior, desglosadas tal como establece el artículo 12.b) del Reglamento de 
Ejecución (UE) 2017/1185 de la Comisión, de 20 de abril de 2017.»

Cuatro. El párrafo 1.º del apartado 2.a) del artículo 50 queda modificado como sigue:

«1.º Una parte vendedora, que podrá ser un agricultor o una organización de 
productores definida de acuerdo con el artículo 152 del Reglamento (UE) 
núm. 1308/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, 
a la que pertenezca ese agricultor (en adelante, OP).

No obstante, aquellos agricultores que hayan vendido su producción, o parte de 
ella, a la OP como terceros, podrán incluirse en el contrato en el que figure dicha OP 
como vendedora.

Asimismo, podrán ser parte vendedora otras figuras asociativas distintas de las 
organizaciones de productores, tales como cooperativas o Sociedades Agrarias de 
Transformación, siempre que exista un mandato entre dicha figura asociativa y sus 
miembros de manera libre para que actúe como intermediaria entre sus miembros y 
la industria transformadora encargándose de suministrar a la misma la materia 
prima de sus miembros.»

Cinco. En el artículo 58 se añade un nuevo apartado 10 con el siguiente contenido:

«10. Los ganaderos que no hayan solicitado durante dos campañas consecutivas 
o más, ninguna de las ayudas establecidas en las secciones 7.ª, 8.ª y 9.ª del presente 
capítulo, perderán, con carácter definitivo, el derecho a recibirlas, excepto en casos 
de fuerza mayor o circunstancias excepcionales.»

Seis. El apartado 9 del artículo 92 queda modificado como sigue:

«9. El agricultor, persona física o jurídica, incluirá en su solicitud única una 
declaración expresa en la que manifieste si realiza o no alguna actividad que se 
corresponda con los códigos recogidos en el anexo III conforme a la Clasificación 
Nacional de Entidades Económicas (CNAE) o conforme al Impuesto sobre 
Actividades Económicas (IAE). Asimismo, en dicha declaración manifestará si tiene 
o no el control de alguna entidad asociada, y en caso de ser persona jurídica 
también expresará si es controlada por alguna entidad asociada, tal y como 
aparecen definidas en el artículo 8. En caso afirmativo, el agricultor indicará el NIF 
de las entidades asociadas con las que tenga relación y manifestará si desarrollan 
o no alguna de las actividades recogidas en el anexo III. cv
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En caso de que el agricultor indique en su solicitud única que, por cuenta propia 
o a través de una entidad asociada, desarrolla una actividad de las indicadas en el 
anexo III, el agricultor podrá solicitar su consideración como agricultor activo para 
lo que deberá aportar junto con la solicitud única los documentos que permitan 
verificar que se cumplen las condiciones establecidas en el artículo 8.2 para ser 
agricultor activo. Para los solicitantes que hayan percibido ayudas directas en las 
campañas 2015 y 2016, esta declaración expresa deberá incluir una referencia, 
además de a la campaña 2017, a aquellas otras campañas previas hasta 2015 
en las que se hayan cobrado ayudas directas.»

Siete. El artículo 96 se substituye por el siguiente:

«Artículo 96. Modificación de las solicitudes.

1. Una vez finalizado el plazo para la presentación de la solicitud única, los 
agricultores podrán, hasta el día 31 de mayo, modificar o incluir nuevos regímenes 
de pagos directos o medidas de desarrollo rural, añadir parcelas individuales o 
derechos de pago individuales siempre que se cumplan los requisitos fijados en el 
régimen de ayuda de que se trate. Cuando estas modificaciones repercutan en algún 
justificante o contrato que debe presentarse, también estará permitido modificarlo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en los casos que las comunidades 
autónomas hayan ampliado el plazo de presentación de la solicitud única y cuando 
sea estrictamente necesario para garantizar el cumplimiento de la normativa 
europea, siempre previa comunicación al Fondo Español de Garantía Agraria y 
dentro del máximo permitido por los reglamentos de la Unión Europea, estas podrán 
ampliar el plazo de modificación de la solicitud única en su ámbito territorial de 
actuación, de manera debidamente motivada.

2. En el caso de los agricultores sujetos a controles mediante monitorización, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 bis del Reglamento de Ejecución 
(UE) 809/2014 de la Comisión, de 17 de julio de 2014, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, en lo que se refiere al sistema integrado de gestión y control, 
las medidas de desarrollo rural y la condicionalidad, una vez finalizado el plazo de 
modificación de la solicitud única, podrán, hasta el 31 de agosto, modificar las 
parcelas agrarias de su solicitud única, en relación a los regímenes de ayuda 
monitorizados, siempre que las autoridades competentes les hayan comunicado los 
resultados provisionales a nivel de parcela a que se refiere el apartado 1.d) del 
citado artículo, y se cumplan los requisitos correspondientes según los regímenes 
de pagos directos de que se trate. En el caso del pago específico al cultivo del 
algodón, las parcelas agrarias se podrán modificar hasta el 31 de octubre.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando sea estrictamente 
necesario para garantizar el cumplimiento de la normativa europea, siempre previa 
comunicación al Fondo Español de Garantía Agraria y dentro del máximo permitido 
por los reglamentos de la Unión Europea, las comunidades autónomas podrán 
ampliar el plazo de modificación de la solicitud única para estos agricultores y en su 
ámbito territorial de actuación, de manera debidamente motivada. En este caso, la 
fecha límite será de como mínimo quince días naturales antes de la fecha en que 
haya de realizarse el primer pago o el pago anticipado a los beneficiarios de 
conformidad con el artículo 75 del Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013.»

Ocho. El artículo 99 queda modificado como sigue:

El apartado 5 se substituye por el siguiente:

«5. El Fondo Español de Garantía Agraria coordinará el correcto 
funcionamiento de los sistemas de control a cuyo efecto prestará la asistencia 
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técnica necesaria y, en el ámbito de sus competencias, establecerá, en su caso, 
convenios de colaboración con las comunidades autónomas para gestionar las 
bases de datos necesarias a tal efecto y, cuando proceda, asegurar la correcta 
realización de los controles por teledetección y monitorización establecidos en los 
artículos 40 y 40 bis, respectivamente, del Reglamento de ejecución (UE) núm. 
809/2014 de la Comisión, de 17 de julio de 2014.»

Se añade un nuevo apartado 6 bis con el siguiente contenido:

«6 bis. Las comunidades autónomas, de conformidad con el artículo 40 bis del 
Reglamento de Ejecución (UE) 809/2014 de la Comisión, de 17 de julio de 2014, podrán 
efectuar controles por monitorización y, en tal caso, deberán establecer un sistema de 
comunicación con los beneficiarios conforme a lo establecido en dicho artículo.»

Nueve. El anexo VII queda modificado del siguiente modo:

En el apartado I se substituyen los puntos 1 y 14 y se incorporan dos nuevos puntos 20 y 21, 
con los siguientes contenidos en cada caso:

«1. La identificación del agricultor: NIF, apellidos y nombre del agricultor y, si 
procede, de su cónyuge y régimen matrimonial, en su caso, o razón social, fecha de 
nacimiento, domicilio (tipo de vía y su número, código postal, municipio y provincia), 
teléfono y apellidos y nombre del representante legal en su caso, con su NIF. En 
caso de persona física, indicación de si la titularidad de la explotación es compartida 
mediante la inscripción en el registro previo correspondiente. Si procede, la 
comprobación de los datos relativos a la identidad se realizará de oficio por el 
órgano instructor, si así se autoriza por el solicitante. En caso de no presentar dicha 
autorización, el solicitante deberá aportar el correspondiente documento.»

«14. En el caso de las sociedades, estas deberán declarar el nombre, NIF y 
fecha de nacimiento de los socios participantes indicando el tanto por ciento de su 
participación en el capital social.»

«20. Declaración expresa de que conoce que todos los datos consignados en 
la solicitud única de ayudas, así como los que se recogen de otras Administraciones 
públicas para la cumplimentación de la solicitud, pueden ser tratados con fines 
estadísticos por la Autoridad competente, cumpliendo las medidas de 
confidencialidad conforme al artículo 103 del Reglamento (UE) núm. 1306/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, de cara a estudios 
y trabajos en el marco del seguimiento de la PAC.»

«21. De conformidad con el artículo 95.2, y a efectos de lo dispuesto en el 
artículo 92.2, declaración expresa para que la autoridad competente en la gestión 
de la solicitud única en cada comunidad autónoma, pueda acceder a la información 
contenida en los registros oficiales con relación a las parcelas agrícolas de la 
explotación, su régimen de tenencia, actividad agraria ejercida sobre las mismas y 
cualesquiera otros datos de las parcelas y de las actividades agrarias en ellas 
desarrolladas necesarios para determinar la admisibilidad de las ayudas solicitadas.»

En el apartado III se introducen los siguientes cambios:

La letra d) del punto 7 se substituye por la siguiente:

«d) Cultivos hortícolas y frutales, deberá declararse anualmente y de forma 
gráfica toda la superficie de cultivo a través de la solicitud única o de las vías que la 
autoridad competente establezca para tal fin.

En el caso de superficies de frutales, cuando la superficie declarada en el recinto 
sea mayor a 0,1 hectáreas, se indicará la especie, la variedad y el año de plantación. 
En el caso de cultivos hortícolas cuando la superficie declarada en el recinto sea 
mayor a 0,1 hectáreas, deberán especificarse las especies a implantar en la 
campaña sobre la misma superficie.»
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El punto 10 queda modificado como sigue:

«10. Ayuda asociada a los cultivos proteicos a que se refiere la sección 3.ª, 
capítulo I, título IV:

– La superficie por la que se solicita el pago, desglosada por especie y, cuando 
corresponda, por variedad cultivada.

– Declaración responsable del solicitante de que es conocedor y se ajusta a los 
requisitos recogidos en los artículos 34 y 35, y en especial de que se compromete a 
que el destino de su producción sea directa o indirectamente la alimentación animal.»

El punto 14, queda modificado como sigue:

«14. Datos relativos al destino de la producción agrícola cuando se declaren 
cultivos hortícolas, cultivos energéticos, viñedo de vinificación y flores, necesarios para 
dar cumplimiento al Reglamento (UE) núm. 2018/1091 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 18 de julio de 2018, relativo a las estadísticas integradas sobre 
explotaciones agrícolas y por el que se derogan los Reglamentos (CE) núm. 1166/2008 
y (UE) núm. 1337/2011, y al Plan Estadístico Nacional.»

Diez. El último párrafo del apartado I.A) del anexo VIII se substituye por el siguiente:

«Asimismo, todas las superficies de barbecho que pretendan computarse como 
de interés ecológico, no deberán haber estado precedidas en la campaña anterior 
por ningún cultivo fijador de nitrógeno de los incluidos en el listado del apartado II de 
este anexo, con independencia de que dicho cultivo hubiera computado o no como 
superficie de interés ecológico en el año anterior.»

Artículo segundo. Modificación del Real Decreto 1076/2014, de 19 de diciembre, sobre 
asignación de derechos de régimen de pago básico de la Política Agrícola Común.

El Real Decreto 1076/2014, de 19 de diciembre, sobre asignación de derechos de 
régimen de pago básico de la Política Agrícola Común, queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 24 queda modificado del siguiente modo:

El párrafo 2.º del apartado 3.a) se substituye por el siguiente:

«2.º Que se instalen por primera vez en una explotación agraria como 
responsable de la explotación, o que se hayan instalado en dicha explotación en 
los cinco años anteriores a la fecha de finalización del plazo de presentación de la 
solicitud única de la campaña correspondiente a la primera presentación de una 
solicitud al amparo del régimen de pago básico. A efectos de los apartados 3.a) 
y 3.b), la primera instalación se considerará desde la fecha de alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente a la actividad agraria que determine su 
incorporación. No obstante a lo anterior, si se tiene prueba fehaciente de que ha 
ejercido como responsable de la explotación con anterioridad a su fecha de alta en 
el régimen de la Seguridad Social, se podrá tomar esta otra fecha como la de 
instalación, si bien en estos casos será necesario que posteriormente a dicha fecha 
se haya producido el alta en el régimen de la Seguridad Social correspondiente a la 
actividad agraria que determine su incorporación.»

La letra b) del apartado 4 queda redactada en los siguientes términos:

«b) Que comience su actividad agraria en el año 2013 o posterior, siempre que 
en los cinco años previos a la fecha de comienzo de la nueva actividad no haya 
desarrollado ninguna actividad agraria por su propia cuenta y riesgo, ni haya ejercido 
el control de una persona jurídica dedicada a una actividad agrícola. A estos efectos, 
el comienzo de la actividad se considerará desde la fecha de alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente a la actividad agraria que determine su 
incorporación, de la que deberá disponer antes de fin de plazo de modificación de la 
solicitud única. No obstante a lo anterior, si se tiene prueba fehaciente de que ha cv
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ejercido como responsable de la explotación con anterioridad a su fecha de alta en 
el régimen de la Seguridad Social, se podrá tomar esta otra fecha como la de 
instalación, si bien en estos casos será necesario que posteriormente a dicha fecha 
se haya producido el alta en el régimen de la Seguridad Social correspondiente a la 
actividad agraria que determine su incorporación.»

Dos. La letra b) del apartado 1 del artículo 25 queda redactada en los siguientes 
términos:

«b) Disponer de hectáreas admisibles determinadas a efectos del pago básico 
para que los derechos se puedan asignar con base en dichas hectáreas. Si el 
solicitante declara en su solicitud única superficies de pastos permanentes sobre los 
que pretende recibir una asignación de derechos de pago básico procedente de la 
reserva nacional, deberá estar inscrito como titular principal de una explotación activa 
en el Registro general de explotaciones ganaderas (REGA) a fin de plazo de 
modificación de la solicitud única. En caso contrario, la autoridad competente deberá 
estudiar si se cumplen las condiciones establecidas tanto en el artículo 3.l) del Real 
Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, en relación con el coeficiente de admisibilidad 
de pastos en dichas superficies, como en el artículo 11 sobre la actividad agraria en 
superficies de pastos. En cualquier caso, estos titulares serán considerados como una 
situación de riesgo a efectos de la aplicación del artículo 12 del citado real decreto.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2020.

Dado en Madrid, el 31 de octubre de 2019.

FELIPE R.

El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación,
LUIS PLANAS PUCHADES
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